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“HOJA DE RUTA” PARA UN DEBATE ENTRE INELUDIBLE Y SUPERFLUO 

 

La situación a la que está llevando el golpe de estado dado en Cataluña por el gobierno 

de la Generalitat y los partidos independentistas se agrava cada día más. Para terminar 

de complicarlo, entran en escena los antisistemas de aquí, Podemos y sus confluencias, 

donde parece que se ha perdido toda la prudencia que pudiera haber habido (no la del 

jefe, que nunca la tuvo, sino la de personas como Carmena, Bescansa, Errejón, Julio 

Rodríguez, Comprubí, Oltra, Coscubiela…), a tenor de sus participaciones y 

posicionamientos en las primeras revueltas convocadas a favor de los detenidos en 

Cataluña por la comisión de delitos contra la ciudadanía y el orden legalmente 

establecido. 

 También parece haberse perdido en Podemos toda vergüenza, porque, que yo 

sepa, ese partido no tenía ningún planteamiento en su propuesta autonómica electoral 

de dar independencias, sino de permitir el derecho a decidir (a votar) y con el referéndum 

catalán en marcha (sin garantías, sin censo, sin neutralidad del poder propio, etc) lo que 

se busca es votar sí a la propuesta de los dirigentes nacionalistas catalanes, sin medias 

tintas. Voto afirmativo que ni en Podemos ni en En Comú se ha aprobado, pero que el 

apoyo sin reservas de sus dirigentes a Puigdemont y demás (y la compañía de EH Bildu) 

da pie a interpretar como una aceptación de su deriva en ese sentido. Y luego dice que no 

aceptarán una declaración unilateral de independencia, algo que, evidentemente, se 

promueve cuando ni siquiera se ha criticado el golpe de estado del Parlament de los 

primeros días de septiembre. 

 Como las cosas que están mal siempre pueden ir a peor, las buenas intervenciones 

de hace solo una semana del lendakari vasco, Íñigo Urkullu, señalando que el camino 

elegido por el Parlament no era muy aceptable y que el referéndum carecía de garantías, 

parecen dar paso a otra senda tortuosa, la de “buscar una nueva vía de inserción en 

España”, seguramente motivada por la presión del ala independentista del PNV y de los 

exetarras de EH Bildu. Habrá que esperar un poco para saber si ese último 

posicionamiento del hasta ahora siempre prudente Urkullu es una concesión puntual a 

sus radicales o un cambio en el PNV; quiero pensar que no va a haber modificaciones en 

su actual postura, aunque queda la duda de si el partido no lo va a impulsar. 

 En el conjunto de España, no cesan las apelaciones al diálogo, con la eterna excusa 

del inmovilismo del gobierno, eludiendo, cuando menos, tres cosas: a) que el diálogo no 

puede iniciarse con la amenaza de una situación como la que estamos sufriendo,  b) que 

hay que decir sobre qué se puede dialogar y los nacionalistas llevan meses o años 

diciendo que de independencia o independencia, y c) del método. Con un chantaje en 
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marcha, la inmensa variedad de posiciones existentes en el resto de España sobre la 

materia (independencia inmediata, referéndum acordado previo, eliminación de las 

autonomías, más autogobierno, menos…) y la no aceptación por la Generalitat hace unos 

meses de un diálogo en el seno del Parlamento de España, toda referencia al diálogo es la 

coartada ideal para quiénes han dado el golpe de estado en Cataluña y sus “palmeros”: 

véanse la “carta de los cuatro” al presidente del gobierno y al Rey, pasando antes por la 

prensa británica, y la respuesta de Puigdemont al ofrecimiento del jueves pasado del 

gobierno de España y el PSOE. 

 No obstante, bien es cierto que habrá que acordar en un futuro una nueva forma 

de articulación del Estado, bien para suplir deficiencias del anterior, bien para reformarlo 

en función de la experiencia que su aplicación en cerca de cuarenta años nos ha 

proporcionado. Habrá seguramente muchas materias a revisar en ese proceso pero, para 

no alargar este texto en demasía, me voy a limitar a las cuestiones relacionadas con la 

articulación territorial. 

 Entiendo que cualquier negociación no puede partir sino del hecho de que existe 

una Constitución vigente, aprobada por el conjunto del pueblo español con una enorme 

mayoría en todo el país, aunque en algunas partes lo fuese con menor apoyo o incluso 

con minoría en alguna región. Luego si existe Constitución, debe aplicarse y ello supone, 

en primer lugar, o que el Parlament de Cataluña deroga las leyes aprobadas con fraude de 

ley los pasados 6 y 7 de septiembre o que el gobierno de España aplique las disposiciones 

legales para apartar del gobierno de la Generalitat a quiénes han cometido no solo 

delitos, sino la tremenda irresponsabilidad de enfrentar de la manera que lo han hecho a 

una sociedad catalana tan plural, por lo menos, como la española. Enfrentamiento que, es 

cierto, no se ve tanto como la revuelta de los independentistas, pero es porque existe en 

ese territorio una imposición de parte, sostenida de manera totalitaria por un gobierno 

que incumple su obligación de servir a todos los ciudadanos, independientemente de su 

adscripción a una opinión u otra. Quiénes duden de esto, no tienen más que ver los 

ataques a sedes de otros partidos, los amedrantamientos a familiares de líderes políticos 

o a ellos mismos (Rivera, Arrimadas…), las viles consignas de Puigdemont (“pedir a 

vuestros alcaldes…”) y consultar el periódico digital “Crónica Global. El Español”, hecho 

en Cataluña.  

 Quiero plantear en este texto no tanto mis ideas sobre esa nueva articulación 

como sobre la forma de llegar a ella. Claro que no incluyo la posibilidad de una secesión: 

no lo hace ninguna Constitución europea. Expongo la propuesta de “hoja de ruta” en 

puntos sucesivos: 

 1º) Intervención de la Generalitat por parte del gobierno de España con un plazo 

más o menos fijo (¿cuatro meses?) en el caso de que no se produzca la derogación de las 

leyes aprobadas en el Parlament los días 6 y 7 de septiembre; si esto último se produjese 



 

Web Economía Andaluza Página 3 

 

(harto improbable, claro), la intervención se cambiaría por una inspección permanente 

sobre la actividad del Govern por parte del gobierno de España. En paralelo, la Justicia 

seguirá actuando en los temas abiertos actualmente, si bien, pienso, las existentes sobre 

los alcaldes nacionalistas se ralentizarían (al fin y al cabo, ellos no son los ejecutores del 

golpe, solo la tropa usada por los dirigentes para “socializar” los efectos de la actuación 

de la Justicia, como la vieja consigna ligada al sufrimiento de ETA). Por supuesto, hay que 

aceptar las posibles inhabilitaciones que surjan de esas actuaciones judiciales. 

 2º) Inicio del funcionamiento en el Congreso de los Diputados de los trabajos de 

una Comisión creada para el análisis de la reforma del título VIII de la Constitución en la 

que deben participar todos los partidos presentes en él. Marcarse un plazo medio para la 

finalización de su trabajo (dos o tres años). 

 3º) En el plazo de unos dos meses, constitución de un Gabinete de Apoyo al 

Gobierno de España, en el que estarían presentes: a) los cuatro partidos mayoritarios del 

Congreso, PP, PSOE, Podemos y Ciudadanos; b) representantes de partidos 

representantes de comunidades autónomas, a elección de ellos y rotatorios, por 

periodos); c) representantes de los gobiernos de las comunidades autónomas, también a 

elección de ellos y rotatorios. La función de este Gabinete de apoyo sería conocer y dar su 

opinión sobre todas las medidas que el gobierno impulse que afecten a las comunidades 

autónomas, y en especial, la gestión de la Generalitat intervenida. Su vigencia podría 

llegar hasta las siguientes elecciones generales o prorrogarse para el nuevo periodo 

legislativo.  

 4º) Elecciones autonómicas en Cataluña en el plazo fijado para concluir la 

intervención y devolución de competencias al gobierno surgido de ellas. 

 5º) Elecciones generales en el plazo de un año. Adaptación de la Comisión 

Parlamentaria al resultado de las mismas, ponderando el voto de sus miembros en 

función del resultado en las elecciones, y creación de un grupo observador en ella en el 

que se de entrada, con voz pero sin voto, a grupos políticos significativos que no hayan 

obtenido escaño parlamentario (0,5% de voto en el conjunto de España y 6% en una 

comunidad autónoma, por ejemplo) y también a expertos constitucionalistas, elegidos 

por el Consejo Rector de Universidades de España. 

 6º) El trabajo de la Comisión Parlamentaria concluirá con una propuesta de nuevo 

título VIII de la Constitución (y los artículos que puedan verse afectados), unas 

propuestas de minoría en relación con el sistema de articulación de las comunidades 

autónomas (o su desaparición, si hay un mínimo de quórum a su favor para ello) y un 

procedimiento de actuación a partir de sus conclusiones, que no tienen que alcanzarse 

por unanimidad, puesto que es imposible que la hubiera. 



 

Web Economía Andaluza Página 4 

 

 7º) Convocatoria de un referéndum en toda España sobre esa propuesto, 

ateniéndose a las normas de modificación actualmente vigentes. Podría aprovecharse el 

trabajo de esa comisión para abreviar en lo posible el actual (y farragoso) procedimiento. 

 7º) Exigencia, en este referéndum, de quórum cualificados de votación y de 

votos afirmativos. Si los votos afirmativos no son, en el conjunto del país, el 50% más 

uno, se pedirá un nuevo texto a la Comisión Parlamentaria, con base en el voto de 

minoría de mayor aprobación en su seno y se procederá a un nuevo referéndum. Si la 

nueva votación favorable fuese de menor nivel que en el anterior, prevalecerá el primer 

texto.    

 8º) En las comunidades autónomas donde no se consiga el apoyo mayoritario, se 

llevará a cabo un nuevo referéndum para la elección entre dos alternativas: la misma 

propuesta del anterior y aquélla de los votos minoritarios que sea más apoyada por los 

partidos representados en sus Parlamentos autónomos. Sólo en el caso de mayoría de 

esta última, podrá buscarse una nueva forma de articulación de esta comunidad, 

pudiendo dar lugar a un Estado asimétrico, lo que debería ser trasladado al texto 

aprobado anteriormente. 

 Entiendo que todo este proceso es lo suficientemente garantista como para poder 

dar satisfacción a la ciudadanía más exigente en materia de requisitos democráticos, 

puede dar transparencia a la toma de decisiones, posibilidades de participación a todos 

los que se planteen con honestidad y no con intereses muy particulares y torticeros 

afrontar el problema de la articulación de algunos territorios en el conjunto de España. Sé 

que hay muchos que, aprovechando que el Pisuerga pasa por Valladolid, quisieran 

introducir sus reclamaciones (que si república, que si religión más o menos oficial o 

muchas otras cuestiones); deben de ser excluidas si se quiere tener un debate sereno y 

que de un fruto duradero. Claro que esto no da satisfacción a los que quieren la 

destrucción del Estado y la entrada en una senda (el enfrentamiento) que la inmensa 

mayoría de la población rechaza. Pero sería de locos entrar en el cuestionamiento de 

todo al mismo tiempo… Solo los irresponsables pueden pensar en eso, porque también 

puede haber quiénes reclamen un Estado absolutista o teocrático, una república 

bananera, una democracia asamblearia, los sóviets… todas esas excrecencias que la 

Historia de la humanidad ha inventado, cual nueva Babel bíblica, para su propio castigo. 

 Por otro lado, en todo ese proceso, la exigencia central debe ser la lealtad de 

todos los participantes para con las instituciones del Estado, ya que eso eso es lo que se 

debe al conjunto de la población española.  

 Pero también puede concluirse que todo este proceso es muy farragoso para 

llegar a una solución que, más que previsiblemente, sea muy cercana al sistema actual. Lo 

dicen las encuestas: los ciudadanos, sí piden algo en relación con la Constitución, es que 
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se mejore lo suficiente como para que los políticos no le den la lata con ella y les permitan 

dedicarse a su vida y a cumplir sus objetivos en la misma. Bien, a esto, que casi comparto, 

solo puedo decir dos cosas: que o se ponen de acuerdo los partidos más serios en 

gobernar durante años conjuntamente para hacer frente a las embestidas coordinadas de 

los nacionalistas radicales, de los populistas de todo tipo y de los extremistas o buscan 

una manera rápida de llevar a cabo esa mejora sin atender a las exigencias de esos 

sectores. Es decir, no podemos entrar en la dinámica de ver cómo contentamos a los 

independentistas para que se estén tranquilos unos años ni de ver cómo nos aliamos 

con los populistas para quitar al gobierno que sea. Me parece que ambas estrategias, 

aplicadas, la primera en los muchos años anteriores y la segunda desde las últimas 

elecciones generales, han llevado a la situación actual. 

 Sería preciso una coalición de los tres partidos constitucionalistas, convenciendo 

el PP a sus sectores más reaccionarios, Ciudadanos a los más centralistas de los suyos y el 

PSOE a su gente más proclive al populismo o a acercarse al nacionalismo, para hacer 

frente a los desafíos que la coordinación de los destructores está suponiendo ya, con la 

demagogia y el impulso de los malos instintos por bandera. Esa coalición debe ser hecha 

con luz y taquígrafos, con objetivos claros, con plazo de caducidad y contando con la 

enorme parte de la sociedad que les apoya o podría apoyarles, si en ésta se asientan 

también comportamientos sensatos y no las maneras de las redes sociales que hoy tanto 

perjudican al debate serio, sereno y razonable que se precisa; informándola, pidiéndole 

ayuda en la serenidad, en la altura de miras y en la tranquilidad, pero sin olvidar que la 

calle no puede ser para los radicales que hoy quieren ocuparla.  

 Rosa Díez, la ex dirigente de Unión, Progreso y Democracia, decía hace unos días 

que para cuándo una manifestación de apoyo a la Constitución y a la unidad de España. 

Debería ser para ya mismo, aunque solo sea para desmentir a los jóvenes catalanes que 

dicen que la calle es suya y a los viejos extremistas de aquí que no se han adaptado a los 

tiempos de convivencia que llevamos en paz (con problemas, con corrupción, con muchos 

sinsabores, habiendo quedado defraudados muchas veces, sí) y para activar en la defensa 

de lo conseguido (al menos) a quiénes parece que no sabemos ponernos de acuerdo en lo 

que es imprescindible, incluso por encima de lo importante. Porque la situación a la que 

nos han llevado las odios revividos de nuevo de algunos y la irresponsabilidad y la dejadez 

de otros es muy difícil. Llevo años pensando que tanto como la que provocó la última 

guerra civil, hace ochenta años. A lo mejor no, pero es seguro que muy semejante.   

 Lo que sí tengo claro es que si entonces fue una derecha reaccionaria y defensora 

de sus privilegios la que atacó la legalidad, ahora el ataque procede de la confluencia de 

unos reaccionarios nacionalistas con ribetes de xenofobia y unos irresponsables 

izquierdistas incapaces de distinguir qué es lo importante y qué lo imprescindible. Lo 

importante puede ser algo diferente para cada uno, pero lo imprescindible es la 

convivencia, la defensa de unas reglas de juego que permitan el cambio de gobierno o de 
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línea de actuación sin traumas y la existencia de un país unido que pueda trabajar por el 

bien común. 

 Pero también puede ser que todo esfuerzo por llegar a acuerdos sea tardío: se ha 

perdido mucho tiempo; los rupturistas han estado trabajando durante décadas su 

adoctrinamiento de la ciudadanía (de los jóvenes, sobre todo) y no supimos verlo a 

tiempo. La izquierda ha sido la punta de lanza en esta ceguera, favoreciendo la exclusión 

de lo español (lo común) del ámbito de algunas comunidades autónomas; pudo haber 

aprovechado la aprobación de la Constitución o la entrada en vigor de los Estatutos de 

Autonomía para empezar a congraciarse con lo español, pero parece ser que nos dio 

repelús: parecía haber asumido que, efectivamente, España era de Franco… Pues no, 

España es de todos, incluso de ellos. Ya lo decía un cantautor (de izquierda, claro) allá por 

los años setenta: “aquí cabemos todos o no cabe ni Dios”. 

 

MARTÍN RÍSQUEZ 

Septiembre 2017      

  

 

   

 


